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actuaciones, para que sean los órganos de la jurisdicción 
ordinaria quienes lo establezcan, de forma respetuosa con 
el derecho fundamental cuya vulneración se declara.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Juan Carlos Mar-
tín Martín y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la legalidad sancionadora, 
en su vertiente de derecho a no ser sometido a bis in idem 
(art. 25.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de los Autos del Juzgado de 
Vigilancia Penitenciaria núm. 2 de Castilla y León, con sede 
en Burgos, de 25 de octubre de 2002 y 13 de diciembre de 
2002.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento inmediata-
mente anterior al de dictarse el primero de ellos, a fin de 
que se dicte otro respetuoso con el derecho fundamental 
reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de marzo de dos mil siete.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 8029 Sala Primera. Sentencia 49/2007, de 12 de 
marzo de 2007. Recurso de amparo 503-2003. 
Promovido por don Jesús Puppo Pérez frente a 
las Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo y de la Audiencia Provincial de Sevi-
lla que le condenaron por delitos intentados de 
robo con intimidación. 
Supuesta vulneración del derecho a un pro-
ceso con garantías: condena fundada en prue-
bas independientes de las declaraciones ante 
la policía de uno de los coimputados.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 503-2003, promovido 
por don Jesús Puppo Pérez, representado por la Procura-
dora de los Tribunales doña María Jesús Fernández Sala-
gre y bajo la dirección del Letrado don Jorge Butler Ríos, 
contra la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo de 3 de octubre de 2002, por la que se declara 
no haber lugar al recurso de casación núm. 76-2001 inter-
puesto contra la Sentencia de la Sección Séptima de la 
Audiencia Provincial de Sevilla de 29 de noviembre de 
1999, dictada en el rollo núm. 270-1997, sobre delitos 
intentados de robo con intimidación. Ha comparecido 
don José Antonio Díaz Belmonte, representado por el Pro-

curador de los Tribunales don Pedro Antonio González 
Sánchez y bajo la dirección del Letrado don Manuel Man-
zaneque García. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Pablo Pérez Tremps, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 31 
de enero de 2003, la Procuradora de los Tribunales doña 
María Jesús Fernández Salagre, en nombre y representa-
ción de don Jesús Puppo Pérez y bajo la dirección del 
Letrado don Jorge Butler Ríos, interpuso demanda de 
amparo contra las resoluciones judiciales que se mencio-
nan en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes:

a) La Sección Séptima de la Audiencia Provincial de 
Sevilla, por Sentencia de 29 de noviembre de 1999, dic-
tada en el rollo núm. 270-1997, condenó, entre otros, al 
recurrente como autor de dos delitos intentados de robo 
con violencia a las penas de prisión de diez meses, por el 
primer delito, y dos años y diez meses, por el segundo, 
con las accesorias de inhabilitación y costas. En dicha 
Sentencia se consideró probado que el recurrente, con-
certado con otras cinco personas, el día 6 de febrero 
de 1997, yendo en cuatro ciclomotores, persiguieron a un 
repartidor de «pizza» para quitarle el dinero, lo que no 
consiguieron al refugiarse en un bar de las proximidades. 
Inmediatamente después acudieron a las proximidades 
de la pizzería y persiguieron a otro de los repartidores con 
la misma finalidad, no pudiendo culminar lo que preten-
dían al intervenir varios compañeros de trabajo del repar-
tidor, que consiguieron detener a uno de los intervinien-
tes al que trasladaron a la comisaría de policía sobre las 
23:15 horas. El detenido dio su versión de lo sucedido en 
la comisaría, «sin que se le tomara formalmente declara-
ción ni fuera avisado letrado, siendo puesto en libertad 
por los policías a las 1:18 horas del 7 de febrero de 1997». 
La Sentencia consideró acreditado los hechos a partir de 
la declaración de las dos víctimas en el acto del juicio oral 
y la participación en los mismos del recurrente a partir de 
la declaración de otros coimputados y de su propia decla-
ración en la vista oral reconociendo los hechos, aunque 
sostuviera que se trataba de una broma. En esta Senten-
cia, en cuanto a la nulidad planteada, entre otros, por la 
defensa del recurrente, en relación con la declaración 
prestada por uno de los acusados ante la policía, tras ser 
entregado por los repartidores, se argumenta que no 
cabe apreciar que se hubiera generado indefensión 
alguna en tanto que dichas manifestaciones, si bien sir-
vieron para identificar a los participantes, no tenían conte-
nido incriminatorio y los acusados voluntariamente reco-
nocieron su participación con posterioridad.

b) El demandante de amparo interpuso recurso de 
casación alegando, entre otros motivos, vulneración de 
los arts. 17.1 y 3 CE y 24.1 y 2 CE, con fundamento en que 
su condena se ha basado en una actividad probatoria 
obtenida a partir de la declaración de uno de los acusados 
ante la Policía en la que no se respetaron sus derechos 
fundamentales, al no haberle informado de las razones de 
su detención y no haber contado con asistencia letrada. 
Este recurso de casación, tramitado con el núm. 76-2001, 
fue íntegramente desestimado por Sentencia de la Sala 
de lo Penal del Tribunal Supremo de 3 de octubre de 2002, 
argumentándose que lo afirmado por dicho acusado ante 
la Policía no lo fue en situación de detención sino en el 
marco del esclarecimiento de las razones por las que fue 
aprehendido por el grupo de repartidores, por lo que no 
puede considerarse si quiera una verdadera declaración, 
ya que viene incorporada como parte del relato de los 
funcionarios en el atestado policial. Igualmente se des-
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taca que carece de contenido incriminatorio, en tanto que 
se limita a afirmar quienes eran los amigos con quien se 
encontraba cuando fue detenido por los repartidores, es 
extraprocesal y no consta que fuera obligado o condicio-
nado a expresarla.

3. El recurrente aduce en su demanda de amparo 
que se ha vulnerado su derecho a un proceso con todas 
las garantías (art. 24.2 CE), con fundamento en que su 
condena se ha basado exclusivamente en pruebas que 
tienen origen en otra obtenida con vulneración de dere-
chos fundamentales, como es la declaración de uno de los 
coimputados efectuada ante las autoridades policiales, en 
el momento de ser entregado por particulares, sin que se 
le hubiera informado de las razones de su detención y sin 
asistencia letrada. De ese modo, solicita que se anulen las 
resoluciones impugnadas y se retrotraigan las actuacio-
nes para que se dicte una nueva Sentencia en la que no se 
tengan en consideración las pruebas viciadas de nulidad 
por su relación con la obtenida con vulneración del art. 
17.1 y 3 CE.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, por provi-
dencia de 23 de julio de 2003, acordó, conforme a lo pre-
visto en el art. 50.3 LOTC, conceder un plazo común de 
diez días al Ministerio Fiscal y a la solicitante de amparo, 
para que dentro de dicho término alegasen lo que estima-
sen pertinente en relación con la posible carencia de con-
tenido de la demanda de conformidad con el art. 50.1 c) 
LOTC. Evacuado dicho trámite, por providencia de 16 de 
octubre de 2006 se acordó su admisión a trámite, dirigir 
comunicación a los órganos judiciales competentes para 
la remisión de copia testimoniada de las actuaciones y el 
emplazamiento a quienes hubieran sido parte en este pro-
cedimiento para que pudieran comparecer en el mismo. 
Igualmente, se acordó formar la correspondiente pieza 
separada de suspensión, en la que, tras los trámites opor-
tunos, se dictó por la Sala Primera de este Tribunal el ATC 
363/2003, de 10 de noviembre mayo, acordando suspen-
der la ejecución de las penas privativas de libertad 
impuestas al recurrente.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de 
Justicia de la Sala Primera de este Tribunal de 18 de 
noviembre de 2003 se tuvo por personado al Procurador 
de los Tribunales don Pedro Antonio González Sánchez, en 
nombre y representación de don José Antonio Díaz Bel-
monte. Por diligencia de ordenación de 4 de diciembre de 
2003 se acordó tener por recibido el testimonio de las 
actuaciones y, de conformidad con el art. 52 LOTC, dar 
vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y a las partes 
personadas por plazo común de veinte días para presen-
tar las alegaciones que estimasen pertinentes.

6. La parte comparecida, por escrito registrado el 31 
de diciembre de 2003, presentó alegaciones adhiriéndose 
a los argumentos desarrollados por el recurrente en su 
demanda de amparo.

7. El Ministerio Fiscal, en escrito registrado el 18 de 
diciembre de 2003, interesó la denegación del amparo, 
argumentando que no concurre la aducida vulneración 
del derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 
CE), en tanto que no cabe apreciar la concurrencia de la 
necesaria conexión de antijuridicidad entre la prueba que 
se dice obtenida con vulneración de derechos fundamen-
tales y la prueba que sirvió como soporte para la condena 
del recurrente, que fue su propia declaración en la vista 
oral, prestada con todas las garantía, en la que reconoció 
la participación en los hechos imputados.

8. El recurrente no presentó alegaciones.
9. Por providencia de fecha 8 de marzo de 2007, se 

señaló para deliberación y fallo de la Sentencia el día 12 
del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto de este recurso es determinar si se ha 
vulnerado al recurrente su derecho a un proceso con 
todas las garantías (art. 24.2 CE), al haberse fundamen-
tado su condena en pruebas que tienen origen en otra 
obtenida con vulneración de derechos fundamentales 
sustantivos de terceros, como es la declaración de uno de 
los coimputados efectuada ante las autoridades policiales 
sin que se le hubiera informado de las razones de su 
detención y sin asistencia letrada.

2. Este Tribunal ha reiterado que una de la manifesta-
ciones del derecho a un proceso con todas las garantías 
(art. 24.2 CE) es que no puede considerarse prueba de 
cargo apta para enervar la presunción de inocencia aquélla 
que haya sido obtenida con vulneración de derechos fun-
damentales sustantivos propios o de terceros o que sea 
consecuencia de dicha vulneración. Igualmente se ha des-
tacado, en relación con la nulidad de pruebas derivadas de 
otras constitucionalmente ilegítimas, la necesidad de que 
concurra entre ambas una conexión de antijuridicidad, lo 
que queda excluido en los supuestos de declaración auto-
incriminatoria de un acusado, al gozar de independencia 
jurídica respecto de otros medios de prueba obtenidos con 
vulneración de derechos fundamentales, en atención a que 
las propias garantías constitucionales que rodean la prác-
tica de la declaración de los imputados –derecho a no 
declarar contra sí mismo, a no confesarse culpable y a la 
asistencia letrada–constituyen un medio eficaz de protec-
ción frente a cualquier tipo de coerción o compulsión ilegí-
tima y a que el respeto de dichas garantías permite afirmar 
la espontaneidad y voluntariedad de las declaraciones, por 
lo que no puede considerarse un aprovechamiento de la 
eventual lesión de derechos fundamentales (por todas, 
STC 136/2006, de 8 de mayo, FFJJ 6 y 7).

En el presente caso, como ha sido expuesto con más 
detenimiento en los antecedentes, se ha condenado al 
recurrente como autor de dos delitos intentados de robo 
con intimidación, al considerarse probada su participa-
ción en las persecuciones a dos repartidores de pizza con 
la intención de sustraerles el dinero, basándose el relato 
de hechos probados, por lo que se refiere a la realidad de 
las dos persecuciones y la intención de sustracción del 
dinero, en la declaración de las dos víctimas en el acto del 
juicio oral y, en cuanto a la participación del recurrente en 
dicha persecución, en la propia declaración del recurrente 
en la vista oral reconociendo su intervención en la perse-
cución, aunque sostuviera que se trataba de una broma, y 
en las de otros coimputados, que también señalaron en la 
vista oral al recurrente como uno de los que protagoniza-
ron la persecución.

En atención a lo expuesto, debe concluirse que no 
concurre la vulneración aducida por el recurrente de su 
derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 
CE). En efecto, sin necesidad de entrar a analizar si hubo 
vulneración del art. 17.3 CE en la declaración policial de 
uno de los coimputados, basta para denegar el amparo 
solicitado con constatar que la actividad probatoria desa-
rrollada para condenar al recurrente ha consistido en su 
propia declaración en la vista oral en la que, gozando de 
todas las garantías inherentes a este tipo de pruebas, 
reconoció su intervención en los hechos y en las declara-
ciones de otros coimputados, también efectuadas en el 
acto del juicio con todas las garantías. Ello pone de mani-
fiesto que la actividad probatoria de cargo ha sido autó-
noma e independiente y que está desconectada de cual-
quier eventual vulneración de derechos fundamentales 
que se hubieran podido producir a un tercero, por lo que 
no puede afirmarse que las pruebas de cargo en que se 
ha fundamento la condena traiga causa o sea consecuen-
cia de pruebas obtenidas con vulneración de derechos 
fundamentales sustantivos.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado a don Jesús Puppo 
Pérez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de marzo de dos mil siete.–María 
Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–Roberto 
García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–
Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y 
rubricado. 

 8030 Sala Primera. Sentencia 50/2007, de 12 de 
marzo de 2007. Recurso de amparo 1981-2003. 
Promovido por los Colegios Oficiales de Ayu-
dantes Técnicos Sanitarios y Diplomados en 
Enfermería de Alicante y Valencia frente a la 
Sentencia y el Auto de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Supremo 
que resolvieron el recurso de casación en su 
litigio con el Consejo General de Colegios Ofi-
ciales de Diplomados en Enfermería sobre 
acuerdos presupuestarios de 1993. 
Supuesta vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva: sentencia de casación que 
resuelve con plena jurisdicción el fondo del 
contencioso-administrativo sin incongruencia 
ni reforma peyorativa.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1981-2003, interpuesto 
por los Colegios Oficiales de Ayudantes Técnicos Sanita-
rios y Diplomados en Enfermería de Alicante y Valencia, 
representados por el Procurador de los Tribunales don 
Manuel Sánchez Puelles y González Carvajal y asistidos 
por el Abogado don José María Baño León, contra el Auto 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección 
Cuarta) del Tribunal Supremo de 18 de febrero de 2003, 
recaído en el incidente de nulidad de actuaciones instado 
contra la Sentencia dictada el anterior 27 de mayo de 
2002, dictada en el recurso de casación 6574-1995, inter-
puesto contra la Sentencia del Tribunal Superior de Justi-
cia de Madrid de 28 de enero de 1995, en la que se estimó 
parcialmente el recurso contencioso-administrativo 718-
1993, promovido por los colegios recurrentes de amparo 
contra acuerdos adoptados en la Asamblea General del 
Consejo General de Colegios Oficiales de Diplomados en 
Enfermería en su reunión celebrada el 30 de marzo de 
1993. Ha sido parte el Consejo General de Colegios Oficia-
les de Diplomados en Enfermería, representado por la 

Procuradora de los Tribunales doña Mercedes Marín Irri-
barren y asistido por el Letrado don Pedro Rafael Valdés 
de la Colina. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido 
Ponente la Presidenta doña María Emilia Casas Baamonde, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 4 de 
abril de 2003 tuvo entrada la demanda de amparo.

2. Los hechos de los que trae su causa el presente 
recurso de amparo son, sucintamente expuestos, los que 
siguen:

a) Los Colegios Oficiales de Ayudantes Técnico Sani-
tarios y Diplomados de Enfermería (colegios provinciales 
de Enfermería, en adelante) de Alicante y Valencia interpu-
sieron recurso contencioso-administrativo contra la convo-
catoria y diversos Acuerdos de la Asamblea General del 
Consejo General de Colegios de Diplomados en enferme-
ría, de 30 de marzo de 1993. Los recurrentes solicitaban, en 
el suplico de su demanda, los siguientes pedimentos.

«a) La nulidad de la convocatoria, en cuanto al cuarto 
y quinto puntos del orden del día (balance de cuentas del 
ejercicio económico de 1992 y presupuesto de ingresos y 
gastos para el ejercicio de 1993) y consiguiente nulidad de 
los acuerdos adoptados respecto de dichos puntos, reco-
nociendo el derecho de los actores a disponer de la docu-
mentación completa del balance de cuentas y de los pre-
supuestos de gastos, al menos con cuarenta y ocho horas 
de antelación a la fecha de celebración de la Asamblea 
General.

b) La nulidad de las resoluciones relativas a la cuota 
de la Organización Colegial, a la delegación de centro de 
gastos de los presupuestos del Consejo General, a la fija-
ción de la aportación equitativa de los Colegios Provincia-
les, a la cuota única de ingreso y certificado de ingreso, y 
a la que modifica el período de ejercicio presupuestario y 
fecha de celebración de la Asamblea General, declarándo-
las sin valor ni efecto alguno por ser contrarias a Derecho.

c) Que se reconozca el derecho de los Colegios de 
Alicante y Valencia a reducir su aportación económica al 
Consejo General proporcionalmente a la reducción de 
funciones experimentada por los Consejos Generales, en 
razón de las competencias que ostenta el Consejo Valen-
ciano de Colegios de A.T.S., debiendo sólo sufragarse las 
funciones estrictamente representativas de los intereses 
de la profesión, conforme al artículo 15.3 de la Ley del 
Proceso Autonómico.»

b) El recurso fue parcialmente estimado por Senten-
cia de la Sección Novena de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid, de 28 de enero de 1995.

Dicha Sentencia declaró conforme a Derecho la convo-
catoria de la Junta, en los apartados referidos al balance y 
a las cuentas del ejercicio de 1992 y presupuesto de ingre-
sos y gastos para 1993, y desestimó asimismo las preten-
siones relativas a la anulación de la cuota de la organiza-
ción colegial, a la cuota única de ingreso en dichos 
colegios profesionales, y a la modificación del período de 
ejercicio presupuestario y fecha de celebración de la 
asamblea general.

Por el contrario, anuló las resoluciones acordadas en 
dicha asamblea referidas a la delegación de centro de 
gastos de los presupuestos del mencionado Consejo 
General para hacer frente a las necesidades que puedan 
plantearse a los colegios provinciales, agrupados territo-
rialmente o en su Comunidad Autónoma; a la fijación de 
la aportación equitativa de dichos colegios provinciales al 
Consejo General con carácter obligatorio para todos los 
Colegios de España; y a la cuota fijada por el certificado 
de ingreso en el Consejo General, añadiendo el fallo: 


